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Esta discordancia podría estar dando lugar a 
que determinadas decisiones de importante 
trascendencia para el funcionamiento y 
organización de los centros estuvieran 
siendo adoptadas por órganos a los que no 
les corresponden.

Con estos fundamentos hemos formulado 
una sugerencia a la Viceconsejería 
de Educación para que promueva la 
modificación del Decreto 328/2010, de 13 
de julio, y del Decreto 327/2010, de de 13 de 
julio, por el que se aprueba el Reglamento 
orgánico de los institutos de educación 
secundaria, en relación a las competencias 
de los directores y directoras de los centros 
educativos y de los consejos escolares.

También hemos formulado una recomendación en el caso de un 
instituto donde la decisión de mantener los símbolos religiosos había 
sido acordada por el consejo escolar, para que se revisará dicho 
acuerdo conforme a las previsiones contenidas en el artículo 132 de la 
Ley Orgánica 8/2013, de 9 de diciembre, para la mejora de la calidad 
educativa.

En la fecha en la que elaboramos el presente informe estamos a la espera 
de recibir por parte de organismo señalado la aceptación o no de nuestra 
resolución (queja 17/2222).

3.1.2.3.  Derecho a un nivel de vida adecuado

Un año más, la pobreza infantil debe tener su reflejo en el informe, 
describiendo la situación, cómo afecta a los derechos de niños y niñas, y 
señalando las distintas medidas adoptadas para combatir esta lacra social. 

La pobreza ha de ser analizada en el contexto de nuestra sociedad actual, 
y reflejar las carencias que sufren los menores en un contexto familiar de 
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http://www.defensordelmenordeandalucia.es/puede-el-consejo-escolar-decidir-el-mantenimiento-de-simbolos-religiosos-en-el-aula-pensamos-que-no
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pobreza, no sólo en la cobertura de sus necesidades básicas (alojamiento, 
higiene, alimentación, vestido) sino también en la situación de desventaja 
respecto de otros menores en el acceso a la educación, cultura y ocio.

Entre los colectivos más vulnerables se 
encuentran las familias de trabajadores 
temporeros, en las que conviven menores 
que padecen de forma descarnada 
carencias en elementos básicos para su 
vida ordinaria. A tales efectos, hemos de 
aludir a la situación de riesgo y desamparo 
en que se encontraría un grupo de 
menores, integrantes de distintas familias 
inmigrantes de Rumanía, cuyos padres 
trabajaban como temporeros en faenas 
agrícolas y que habían ocupado sin ningún 
titulo que los habilitara viviendas de nueva 
construcción aún no habitadas.

Desde el Ayuntamiento de Villamarique de la Condesa (Sevilla) se nos 
informó que dichas familias residen en parte de un conjunto de viviendas 
pareadas que tras concluir su construcción y obtener la licencia de 
primera ocupación no llegaron a ser vendidas por la empresa promotora 
(aproximadamente la mitad de la promoción fue vendida a particulares 
y el resto de viviendas quedaron desocupadas). Dicha empresa quebró y 
ante los impagos sus activos fueron asumidos por el banco que concedió 
el préstamo-promotor, que a su vez los cedió al SAREB.

En esta compleja tesitura, las viviendas no vendidas a particulares fueron 
objeto de ocupación irregular, todo ello a pesar de estar sus puertas y 
ventanas tapiadas. Dichas viviendas carecen de los servicios básicos, ya 
que no disponen ni de suministro de agua ni de electricidad.

Las familias que ocupan esas viviendas lo hacen porque su situación 
socio-económica es muy precaria y no disponen de otro sitio donde vivir. 
Se dedican a trabajos agrícolas como temporeros, y durante el tiempo en 
que realizan esa labor permanecen en las viviendas los hijos que aún no 
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tienen edad para trabajar, cuidando los mayores de los pequeños, pero 
en la mayoría de los casos sin disponer de persona adulta que los cuide 
y vele por ellos.

Para atender las necesidades de estas familias, los servicios sociales de 
Villamanrique han actuado en el margen de sus competencias y conforme 
a sus posibilidades. De este modo han realizado un trabajo social con la 
intención de censar a todas estas personas y conocer de forma exacta 
la magnitud del problema. A continuación, ganándose su confianza, han 
venido prestándole la ayuda posible, paliando necesidades básicas. Aún 
así, se llegó a producir la intervención de Protección de Menores de la 
Junta de Andalucía en algún caso (queja 17/3155).

Los efectos de la pobreza y consecuente exclusión social quedan patentes 
en la, también actuación que iniciamos de oficio, tras tener conocimiento 
por noticias publicadas en medios de comunicación de la tremenda 
situación que vivieron unos menores, que convivieron durante unos 
días con su madre y pareja sentimental, estando éstos ya fallecidos. 

Según las crónicas periodísticas, la familia llevaba aproximadamente un 
mes residiendo en La Zarza, dependiente del municipio de Calañas, y 
los menores llevaban al menos 5 días conviviendo con ambos cadáveres 
sin atreverse a entrar en el dormitorio, pensando primero que estaban 
dormidos y después sin saber bien qué hacer o a quién acudir en petición 
de ayuda. Finalmente los menores contactaron con el casero de la 
vivienda quien, tras personarse en la vivienda y corroborar lo que decían 
los menores, contactó inmediatamente con la Guardia Civil que intervino 
a continuación.

Los menores quedaron al cargo del Ente Público de Protección, que 
posteriormente confió su guarda provisional al padre biológico de tres de 
ellos, encontrándose en trámite el procedimiento judicial para esclarecer 
las circunstancias del fallecimiento de estas personas. 

En el trámite de la queja pudimos conocer que la familia procedía de Huelva 
capital, y que habían sido objeto de supervisión tanto por los servicios 
sociales comunitarios, por el equipo de tratamiento familiar y también 
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por el Servicio de Protección de Menores. En el curso de esta intervención 
se detectaron indicios de desprotección, con constantes alertas sobre las 
carencias que soportaba la familia y que incidían en el bienestar de los 
menores. Aún así, en todas estas intervenciones se consideró que eran 
susceptibles de ser solucionadas en el propio medio y por dicho motivo 
no se adoptó la decisión drástica de retirar la custodia a la madre.

De forma paralela, el padre de tres de los menores venía litigando ante 
el juzgado de familia para que le otorgaran a él la custodia de sus hijos, 
habiendo presentado denuncias en las que relataba las carencias que 
estos soportaban.

La madre se desplazó desde Huelva a La Zarza junto con sus hijos, y 
al llegar allí solicitó ayuda de los servicios sociales. Ni disponía de una 
vivienda adecuada, ni disponía de medios económicos con que costear 
un alquiler, siendo su situación muy precaria. A lo más que pudo llegar la 
intervención de los servicios sociales municipales y los correspondientes 
a la Diputación de Huelva es a iniciar un programa de intervención con 
la familia, documentando su situación, y facilitando en primer lugar una 
ayuda para la adquisición de material de la cual no pudieron llegar a 
disfrutar al producirse el fatal desenlace.

Las circunstancias del fallecimiento de la pareja son objeto de investigación 
por parte del juzgado, lo cual no obsta para que resaltemos cómo a pesar 
de haber intervenido en el caso diferentes Administraciones, esta familia 
estaba sumida en un proceso de progresivo deterioro, en una situación 
de pobreza que cada vez condicionaba más su bienestar, especialmente 
de los menores que dependen del cuidado que puedan prestarle las 
personas adultas que los tienen a su cuidado. 

La situación vivida por los menores no creemos que pueda achacarse de 
forma directa y exclusiva a ninguna Administración, pero al mismo tiempo 
hemos de resaltar cómo todas las que han intervenido han tenido su parte 
de culpa en su labor preventiva ya que, por lentitud en su intervención, 
por ser ésta poco eficaz, o por ausencia de una ágil coordinación con otras 
Administraciones, a la postre no se pudieron aplicar medidas eficaces que 
contribuyeran a superar las carencias de la familia.
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Finalmente, una vez que tres de los hermanos han regresado con el padre, 
se han activado mecanismos para ayudarle en la tarea de su crianza, 
facilitando al mismo tiempo ayuda en su proceso de escolarización e incluso 
en la búsqueda de una vivienda idónea. El otro hermano se encuentra 
bajo tutela de la Junta de Andalucía, pendiente de la decisión que haya de 
adoptar el Ente Público en atención a su supremo interés (queja 17/5073).

Por otro lado, han sido numerosas las quejas 
de mujeres solas con cargas familiares, 
es decir con hijos e hijas menores a 
su cargo, a los que con sus escasos 
recursos económicos manifiestan que 
no pueden atender adecuadamente y 
que incluso pasan hambre por ese motivo, 
manifestando también en ocasiones que 
no pueden afrontar los suministros básicos 
de las viviendas como son el eléctrico y el 
domiciliario de agua potable, lo que les 
impide llevar una vida digna.

No es infrecuente que las personas promotoras de las quejas manifiesten 
su necesidad de poder acceder a un empleo en la creencia de que con los 
ingresos derivados de éste pueda mejorar su situación, por lo que solicitan 
ayuda para poder acceder a los Programas municipales de empleo para 
personas en situación de exclusión social.

Tras la tramitación de este tipo de expediente, los servicios sociales 
comunitarios a los que nos dirigimos en demanda de información, suelen 
enviarnos amplios y detallados informes en los que de manera cronológica 
se nos relatan las intervenciones realizadas con la familia y las ayudas 
económicas de emergencia que le han sido concedidas normalmente 
destinadas para el pago del alquiler de la vivienda y el abono de los recibos 
de los suministros básicos de luz o agua; asimismo, nos dan cuenta de las 
diversas actuaciones derivando a entidades y organizaciones del Tercer 
Sector de Acción Social, esencialmente para ayuda de alimentos, o de la 
tramitación de otras prestaciones de carácter económico como era el 
denominado salario social.

Son numerosas las 
quejas de mujeres 
solas con hijos a cargo 
que demandan ayuda 
para poder atender 
las necesidades 
básicas de los 
menores y poder 
llevar una vida digna



I N F O R M E  A N U A L  2 0 1 7 3. ACTUACIONES DE LA DEFENSORÍA

139

Normalmente muchas de estas quejas se cierran por haber aceptado la 
Administración las pretensiones planteadas o por encontrarse en vías 
de solución. En otras ocasiones, por no observarse irregularidad en la 
actuación municipal al haber aplicado todos los recursos disponibles a su 
alcance para paliar en algo la situación de precariedad de la familias, que 
tan negativamente incide en el bienestar de los menores, siempre dentro 
de las limitaciones presupuestarias.

En este sentido, hay que tener en cuenta que los recursos económicos 
municipales consignados en la correspondiente partida presupuestaria 
destinada a estas finalidades son limitados y han de ser distribuidos de la 
forma más equitativa posible entre la población que acude a los mismos 
en demanda de ayuda. Esto ha hecho que muchos ayuntamientos, en 
defecto de normativa autonómica, hayan elaborado normativa propia 
en la que han establecido criterios objetivos para valorar la situación de 
vulnerabilidad, o de riesgo de exclusión social de las personas solicitantes 
para mediante la aplicación de un baremo de puntuación conceder y 
priorizar estas ayudas. 

Estas iniciativas nos parecen totalmente adecuadas por cuanto que 
la norma reguladora al estar publicada es de público conocimiento y 
contiene criterios objetivos de valoración de las distintas situaciones 
en las que se pueden encontrar las personas y familias solicitantes que, 
mediante su adecuada aplicación, evitan el caer en la discrecionalidad de 
las resoluciones y son garantía de una mayor transparencia.

En el informe de 2016 dábamos cuenta de la conclusión de la queja 
de oficio que veníamos tramitando desde finales del año 2015, queja 
14/1285 en la que llevamos a cabo el seguimiento continuado de 
la gestión del Programa de Solidaridad de los Andaluces para la 
erradicación de la marginación y desigualdad aunque, especialmente, 
de la prestación económica en la que consistía parte del mismo, el 
Ingreso Mínimo de Solidaridad, también denominado salario social, 
poniendo de manifiesto las disfuncionalidades que se producían en su 
tramitación y las extraordinarias dilaciones en su reconocimiento y pago, 
cuyas recomendaciones también formaron parte de un Informe Especial 
presentado al Parlamento de Andalucía en diciembre de 2016, sobre los 

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/sites/default/files/informe-anual-2016/index.php/informe-anual-completo-indice/capitulo-1-actividad-por-materias/1-3-indice/1-3-dependencia-y-servicios-sociales/1-3-2-analisis-de-las-quejas-admitidas-a-tramite/1-3-2-1-dependencia/1-3-2-1-4-resolucion-extemporanea-de-expedientes-de-dependencia
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/sites/default/files/informe-anual-2016/index.php/informe-anual-completo-indice/capitulo-1-actividad-por-materias/1-3-indice/1-3-dependencia-y-servicios-sociales/1-3-2-analisis-de-las-quejas-admitidas-a-tramite/1-3-2-1-dependencia/1-3-2-1-4-resolucion-extemporanea-de-expedientes-de-dependencia
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25 años de Programa de Solidaridad en las actuaciones del Defensor del 
Pueblo Andaluz, en el que abogábamos claramente por la derogación 
del Programa por obsoleto, al mismo tiempo que pedíamos una nueva 
normativa adaptada a las circunstancias actuales.

Pues bien, a lo largo de todo el año 2017, se han seguido presentando 
quejas, aunque parece que en menor número que en pasados ejercicios, 
basadas fundamentalmente en la tardanza en la resolución del expediente 
y, por tanto, en su resolución y pago. Estas denuncias formuladas por 
personas, en un altísimo porcentaje del sexo femenino, que refieren en 
sus escritos tener menores a su cargo y cómo el retraso de esta prestación 
les perjudica al no poder atender sus necesidades más básicas.

La buena noticia es que se ha puesto en marcha 
la denominada Renta Mínima de Inserción 
Social en Andalucía, aprobada mediante 
Decreto-Ley 3/2017, de 19 de diciembre, que 
regula la prestación económica orientada a la 
erradicación de la marginación y la desigualdad 
y a la lucha contra la exclusión social que 
deberá incorporar un itinerario a través de un 
Plan de inclusión sociolaboral, en los términos 
establecidos en los artículos 42.1 y 42.2.g) de 
la Ley 9/2016, de 27 de diciembre, de Servicios 
Sociales de Andalucía.

En líneas generales y tras una lectura rápida, 
podemos afirmar que para su elaboración se 
han tenido en cuenta la práctica totalidad de 
las recomendaciones y sugerencias formuladas 
en su día por esta Defensoría, entre las que 
destacamos la redefinición y mejor regulación 
de las personas beneficiarias, la aclaración del 
concepto de unidad familiar, la convivencia en el 
mismo domicilio de más de una unidad familiar, 
la mejor definición de los recursos computables 
y los no computables; lo relativo a las personas 
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http://www.defensordelpuebloandaluz.es/sites/default/files/salario-social/index.html
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extranjeras de países no miembros de la Unión Europea que con la 
anterior normativa no podían acceder a esta prestación; la regulación de 
los supuestos de emergencia y urgencia; la regulación del procedimiento 
y la aclaración de la participación de los SSCC, etc.

Por otra parte, esta nueva norma viene a desarrollar la Ley 9/2016, de 
los Servicios Sociales de Andalucía, en lo que se refiere a la percepción 
de una prestación garantizada cuyo reconocimiento tienen el carácter 
de derecho subjetivo, incorporando de forma expresa lo que la Ley 
de SS contemplaba dentro del Catálogo de prestaciones garantizadas: 
«Las prestaciones económicas específicas y directas orientadas a la 
erradicación de la marginación y la desigualdad y a la lucha contra la 
exclusión social, que deberán incorporar un itinerario a través de un 
plan de inclusión y/o inserción sociolaboral.» A este respecto, estaremos 
atentos a la consignación presupuestaria anual y a su ejecución dado 
que se trata de una prestación garantizada, por lo que no deben volver a 
darse situaciones como las del pasado, miles de solicitudes en espera de 
consignación presupuestaria para ser aprobadas.

Asimismo, esperamos que las medidas de inclusión e inserción sociolaboral 
que se prevén, para propiciar la inclusión y autonomía de las familias, sean 
reales y efectivas, tal como recomendábamos en nuestro informe especial, 
por cuanto que en la normativa anterior también se preveían actuaciones 
de este tipo que con el transcurso del tiempo dejaron de aplicarse.

No obstante, hay algunos aspectos que esta Defensoría acoge con 
cautela y que iremos viendo como se desarrollan e implementan, de los 
que tenemos pensado efectuar un estudio con mayor profundidad y a 
los que permaneceremos atentos siempre en la salvaguarda y garantía 
de los derechos de la ciudadanía andaluza más necesitada de protección 
y defensa.

3.1.2.4.  Derecho a la vivienda

Una gran parte de las quejas en materia de vivienda presentadas en el 
año 2017 en esta Defensoría, se basan en la carencia de este bien básico 
por parte de muchas familias andaluzas que acuden en demanda de 




